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	Temas abordados en la presentación:

	Intervención de la Defensora del Pueblo, Dra. Iris Marín Ortiz.
En el marco de este evento se buscó reflexionar sobre el papel de la Defensoría del Pueblo en el diseño constitucional del poder en Colombia, así como sobre el Estado en su rol de garante, a través de sus instituciones, entendidas como entes al servicio de las personas y de la protección de sus derechos. En este contexto, se planteó la siguiente pregunta: ¿qué ocurre con el ejercicio del poder cuando existe una institución cuya función es convertir los derechos en límites exigibles y en garantías efectivas, incluso frente al propio Estado?

Para dar respuesta a este interrogante, la Defensora del Pueblo estructuró su intervención en cuatro partes: en primer lugar, una breve referencia al origen histórico de la institución en Colombia; en segundo lugar, su relación con el principio de separación de poderes; en tercer lugar, la forma en que se desarrolla el mandato de la Defensoría en el territorio; y, por último, algunos de los principales retos que enfrenta la institución.

1. Origen histórico de la Defensoría del Pueblo: ¿Por qué los Estados crean instituciones de control?
Las raíces históricas de la institución fueron presentadas a partir de la época colonial, con la figura del defensor de indios, antecedente vinculado al impulso ético y político de Fray Bartolomé de las Casas y a la necesidad de responder frente a las vulneraciones sistemáticas sufridas por los pueblos originarios. Se trataba de un protector cuya misión consistía en velar por la observancia del Derecho indiano, denunciando ante las autoridades abusos físicos, torturas, conductas arbitrarias e incluso homicidios. Aunque en la práctica su eficacia resultó limitada, esta figura instaló una idea central: la protección de los más vulnerables no podía depender exclusivamente de la voluntad de las autoridades.

En relación con la etapa contemporánea del constitucionalismo, se expuso cómo el diseño institucional moderno consolidó la figura europea del Ombudsman, cuyo origen emblemático se remonta a la Constitución sueca de 1809. Esta institución surgió como un contrapeso independiente encargado de supervisar la legalidad de la actuación de las autoridades. Ante la necesidad de limitar los excesos del poder y garantizar los derechos, en especial los de carácter social, se impulsó la creación de organismos de control autónomos frente a las ramas tradicionales del poder público, integrándolos como piezas fundamentales dentro del esquema de la división de poderes.

En este marco, la figura de la Defensoría del Pueblo fue caracterizada como una respuesta institucional orientada a traducir los derechos en garantías efectivas, particularmente para aquellas personas y colectivos que enfrentan mayores barreras de protección en su relación con el Estado.

2. Magistratura moral: la relación de la Defensoría del Pueblo con la división de poderes y la idea de frenos y contrapesos.
En la estructura de control prevista por la Constitución de 1991, el Ministerio Público —del cual forma parte la Defensoría del Pueblo— fue caracterizado como un eje vertebral del sistema de control y resguardo democrático. En este marco, se explicó que la Defensoría opera desde una naturaleza institucional particular: no gobierna, no investiga penalmente como la Fiscalía General de la Nación ni ejerce potestades sancionatorias administrativas, como la Procuraduría General de la Nación. Su esencia radica en lo que se denominó la magistratura moral, entendida como el poder de la palabra, reforzado por la legitimidad que proviene de una defensa estricta, coherente e irrenunciable de los derechos humanos.

Esta magistratura moral fue definida como la capacidad institucional de otorgar autoridad pública al lenguaje de los derechos, lo que permite advertir riesgos, documentar vulneraciones e interpelar a las autoridades a partir de razones constitucionales, con el fin de movilizar respuestas oportunas antes de que el daño se consolide. Se destacó que la legitimidad de esta función no es automática ni gratuita, sino que se construye de manera cotidiana a través de la coherencia institucional y del respeto sostenido por los derechos humanos, evitando desviaciones que puedan comprometer su independencia.

A lo largo del tiempo, esta base ética ha permitido el desarrollo de instrumentos como las resoluciones y audiencias defensoriales, las alertas tempranas frente al riesgo de violaciones a los derechos humanos o de infracciones al Derecho Internacional Humanitario, así como el acompañamiento a víctimas de violencia de género y a pueblos étnicos. No obstante, se subrayó que esta posición entraña una responsabilidad considerable: la facultad de emitir pronunciamientos contundentes sobre la forma en que las autoridades prestan el servicio público exige coherencia y oportunidad. Cuando la institución falla en alguno de estos aspectos, la magistratura moral se debilita y la Defensoría del Pueblo pierde su lugar esencial dentro del orden constitucional.

3. ¿Cómo opera el mandato de esta institución en el territorio y en casos concretos?
El mandato de la Defensoría del Pueblo fue descrito como un despliegue territorial orientado a cerrar la brecha existente entre la promesa constitucional y la realidad vivida por las personas. A través de sus 42 defensorías regionales, la institución proyecta en los territorios el espíritu de la Constitución y el principio de la dignidad humana. Se destacó que esta presencia se apoya en una estructura robusta, integrada por más de 4.000 defensores públicos encargados de brindar representación judicial técnica a quienes enfrentan barreras de acceso a la justicia.

Para materializar su función de garantía, se explicó que la institución utiliza el Sistema de Alertas Tempranas como una herramienta esencial de prevención, que permite identificar y advertir riesgos de vulneración de derechos en contextos asociados al conflicto armado y a la violencia organizada. El objetivo de este mecanismo es activar respuestas institucionales oportunas antes de que el daño se consolide, elevando el umbral de exigencia pública al demandar que cada ejercicio del poder —desde la gestión del riesgo hasta la planeación local— se justifique en clave de derechos fundamentales.

Asimismo, se señaló que la Defensoría actúa mediante el litigio estratégico defensorial y la aplicación de la doctrina defensorial, entendida como un acervo de experiencia técnica comparable, en su función orientadora, a la jurisprudencia. A través de estos instrumentos, la institución busca corregir de manera efectiva las omisiones estatales, recurriendo a acciones populares, acciones de grupo y a la insistencia en la selección de acciones de tutela ante la Corte Constitucional.

4. Retos que enfrenta la Defensoría del Pueblo hoy. 
En primer lugar, se identificó como reto la necesidad de que la Defensoría del Pueblo supere sus propios límites culturales y de representación. Tras treinta y tres años de existencia institucional y siete liderazgos masculinos consecutivos, la elección de la primera mujer Defensora —impulsada por la campaña ciudadana “Es hora de una defensora”— fue presentada como la manifestación de una deuda histórica en materia de equidad de género. Este avance, aunque significativo, fue caracterizado como insuficiente, en la medida en que aún persiste el desafío de profundizar una representación que incluya de manera efectiva otras identidades regionales y étnicas en los altos niveles del Estado, bajo la premisa de que la legitimidad institucional depende de su capacidad para reflejar la pluralidad de la sociedad colombiana.

En segundo término, se destacó el desafío asociado a la transición hacia una “Defensoría del Pueblo y de la naturaleza”. Se explicó que la entidad busca trascender un enfoque estrictamente antropocéntrico para integrar la defensa de la naturaleza como sujeto autónomo de derechos. Este ajuste institucional parte de la idea de que no es posible una defensa integral de los derechos humanos sin la protección del entorno natural, y que la dignidad humana debe entenderse en relación con el respeto por el lugar que las personas ocupan dentro del ecosistema.

Finalmente, se subrayó como reto permanente la preservación de la autonomía institucional frente a los riesgos de politización. Aunque el diseño constitucional del mecanismo de elección otorga una forma de legitimidad política, se afirmó que la Defensoría debe ejercer un “deber de ingratitud” frente a sus nominadores y electores para salvaguardar su magistratura moral. La independencia funcional exige que el mandato de defensa del pueblo prevalezca sobre intereses ideológicos o burocráticos, incluso frente al riesgo de represalias que puedan afectar su autonomía presupuestal. En este sentido, se enfatizó que el norte de la actuación defensorial debe ser siempre la coherencia con el mandato constitucional, priorizando la protección de los derechos humanos por encima de cualquier otra consideración.

Intervención del Dr. Jaime Córdoba Triviño. 
El Dr. Jaime Córdoba Triviño, primer Defensor del Pueblo, contextualizó el origen de la institución y resaltó que su cimiento no es únicamente la magistratura moral, sino también la autoritas: una forma de autoridad inspirada en la dignidad republicana, entendida como la integridad de quien ejerce el cargo. Recordó que la necesidad de un poder moral fue impulsada en el país por figuras como Fernando Hinestrosa, desde la Universidad Externado de Colombia, con el propósito de crear una entidad distinta a la Procuraduría, capaz de actuar con una potencia de voz y una sensibilidad —o un “corazón”— necesarios para representar a los sectores más desprotegidos.

El Dr. Córdoba explicó que, durante los debates de la Asamblea Constituyente de 1991, la Defensoría del Pueblo surgió como un acuerdo orientado a preservar la tradición del Ministerio Público, pero mediante la creación de un órgano especializado en derechos humanos, sin funciones sancionatorias ni disciplinarias. Se diseñó así una institución con autonomía administrativa y financiera, cuya cabeza es postulada por el Presidente de la República y elegida por la Cámara de Representantes. Este origen político fue presentado como un mecanismo para otorgar una legitimidad cercana a las regiones y un mandato de responsabilidad directa del Jefe del Estado en la garantía de los derechos. Finalmente, la Defensoría del Pueblo fue caracterizada como el gran abogado del pueblo frente al Estado.


	Preguntas realizadas por el público

	· ¿Se discutió en la Asamblea Constituyente si el nombre de la institución se refería al pueblo como la totalidad de los habitantes o específicamente a los sectores más desprotegidos?
· ¿Qué aproximación se tiene sobre el concepto de dignidad republicana, vinculado a la autoridad del Defensor, y cómo una persona llega a ostentarlo?
· ¿Cómo se maneja una entidad tan grande y bajo qué criterios se priorizan ciertos temas de derechos humanos sobre otros, ante la magnitud de las necesidades en Colombia?
· ¿Por qué no trabajar con la Procuraduría para sancionar disciplinariamente la omisión de los funcionarios?
· ¿Cuáles serían los criterios constitucionales o procedimentales para defender la suficiencia de recursos y la autonomía frente al Ejecutivo?


	Conclusiones del evento: 

	· La magistratura moral constituye el pilar ético indispensable de la función pública. En un contexto nacional en el que los dilemas éticos suelen ser relegados, resulta imperativo que la Defensoría del Pueblo ejerza su capacidad de señalar aquello que es incorrecto o vulnerador de derechos, incluso más allá de la legalidad formal.
· La Defensoría del Pueblo no es un órgano de control estático, sino una institución dinamizadora que actúa como el abogado defensor de los sectores más vulnerables. Su función principal es poner en movimiento la estructura del Estado al servicio de la realización efectiva de los derechos fundamentales, garantizando la dignidad humana.
· La legitimidad de la Defensoría del Pueblo no proviene de la fuerza coercitiva, sino de la coherencia ética y de la conciencia ciudadana, elementos que le permiten interpelar al poder y contribuir al fortalecimiento de la estabilidad democrática en Colombia.
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